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no suscitada, no ya en el' recurso de suplicación'for­
mulada por la demandante, sino ni siquiera en la ins­
tancia, como 'era si la actora reunfa cotizaciones sufi­
cientes para causar prestaciones de invalidez. Además, ~
no examinó el motivo fundamental exhibido en el recurso
de suplicación, cual era-el de si procedfa aplicar la Ley
de 26 de junio de 1952,10 que resultaba esencial para
el caso, puesto que, de entenderse aplicable esa norma,
ello podrfa haber conducido al éxito del recurso.

Lo expuesto -la solución a una cuestión ajena por
completo al debate procesal planteado, y la falta de pro­
nunciamiento sobre 'la verdadera cuestión Htigiosa- ha
significado un supuesto de incongruencia ultia pétita
-en cuanto que el órgano judicial se pronunció sobre
un. tema absolutamente ajeno al debate procesal como
era el derecho de la recurrente a una pensión de inva­
lidez~ y, al mismo tiempo, un supuesto de incongruencia
por omisión, causante' de indefensión material, por no
haberse, pronunciado el órgano judicial sobrelapreten­
siónprocesaf deducida. Estamos, pues, ante casos muy
próximos a los resueltos anteriormente por este Tribunal
porlasSSTC 14/1984, 28/1987, 142/1987 y'
'125/1989, y, en concreto, ante lo que en la STC
28/19~U se llegó a llamar gráficamente «incongruencia;
por error», que consistfa, precisamente, en que por un
error de cualquier género sufrido por elórgarlO judicial
no seresolvfa sobre la pretensión formulada en lademan­
da o sobre el motivo de r.ecurso, sino que erróneamente
se ra~onabasobre otra pretensión absolutamente ajena
al debate procesal plante;ado..'

En el caso,aquf examinado, la alteración de' los tér­
minos de la litis resulta indiscutible: el órgano judicial
negó algo que nunca se solicitó-una pensión de inva­
lidez..,.. pero no se pronunci.ó, ni en un sentido ·ni, en
otro, sobre lo ,solicitado en el recurso -la pensión- de .
vejez S.OV.I.-ni tampoco se examinó el principaly único

,motivo de ,recurso, esgrimido por el recurrente en' supli­
cación,cual era el de siprocedfa aplicar laya mencionada
Ley de 26 de diciembre de 1-958. .

No es posible, pues, aceptar la alegación del Abogado
del Estado en el sentido de que la Sentencia impugnada
contiene un mero error en ladesignación del objeto liti­
gioso -'confundir eLtérmino invalidez por el devejez-,
como lo confirma el haber invocado un precepto sólo
aplicable al supuesto de vejez. Con independencia de
que exista esa referencia indirecta al haberse citado la
norma mencionada, -la Orden Ministerial de '2 defebre'"
ro de 1940- ello no permite concluir que nos encon­
trarnos ante un supuesto de congruencia implfcita, pues
la existencia de esta alusión, ni puede considerarse una
respuestaespecffica del motivo de suplicación, ni puede
ocultar que los razonamientos hechos en el fundamento
jurfdicol.o de la Sentencia impugnadase refieren exclu·
siva y directamente a la contingencia de invalidez..

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons'" '
- titucional, POR LA AUTORIDAD, QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN

DE LA NACiÓN ESPAÑOLA. "

Ha decidido'

Estimar el recurso de ·amparo interpuesto por doña
Marfa de los Desamparados González Nicolau y,ensu
virtud:

1.° Reconocer a la demandante su derecho a la tute­
la judicial efectiva y sin indefensión.

, 2.° Anular la Sentencia, dictada por la Sala dé lo
Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de
15 de marzo de 1991 (rec. núm. 4.116/89).

3.° Retrotraer lasac:tuaciones correspondientes al
recurso de suplicación núm. 4.116/89 seguido ante la
Sala de lo, Social del Tribunal Superior, de Justicia de
Madrid al momento anterior al de dictar Sentencia para
qUe se dicte otra que respete el derecho fundarnental
vulnerado. '

Publfquese esta Sentencia en el «Boletfn Oficial del
Estado». '

Dada en Madrid, a trece de diciembre de mil nove­
cientos nóventa-y tres.-Miguel Rodrfguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando Garda-Mon y González-Regue­
ral.-Vicente Gimeno Sendra.-:-Rafael de Mendizábal
Allende.-Pedro Cruz Villalón.-Firmado y rubricado.

1173 Sala Primera. Sentencia 370/1993, de 13 de
,diciembre de 1993. Recurso, de amparo

1.35311991. Contra Sentencia de la Sala de
lo Civil del Tribunal Supremo, resolutoria del
recurso-extraordinario de revisión interpuesto
contra la del Juzgado de Primeralnstancia
núm. 12 de'Madrid, dictada en procedimiento
declarativo ,ordinario. de mayor cuantía.

, Supuesta vulneración del derecho ala tutela
judicial efectiva: Apreciación motivada de la
caducidad del recurso intentado.

La Sala Primera delTribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodrfguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando Garda-Mon y González-Regueral,
don Vicente Gimeno SeÍldra, don Rafael de Mendizábar
Allende y don Pedro Cruz VillaIón, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBREDELREY

la sigui,ente

SENTENCIA

Enel recurso de am'paro nÚm. 1.353/9 t interpuesto
por el Procurador de los Tribunales don Celsode la Cruz
Ortega, en',nombre y representación dó la Sindicatura
de la quiebra, necesaria de'la en.tidad mercantil «pistas
y Obras, S.A.», asistido del Letrado don Salvador Peña
Ochoaicontrala' Sentencia de la Sala de lo Civil del
Tribunal Supremo, de fecha· 7 de mayo de 1991, rescr
,Iutoría del recurso extraordinario de revisión interpuesto
contra la Sentencia, de 6 de abril de 1984. del Juzgado
de Primera Instancia núm. 12de Madrid, dictada en
procedimiento declarativo ordinario de mayor cuantfa.
Ha comparecido el Ministerio Fiscal y ,la sociedad «Isla
Canela, S.A.», representada por la Procuradora doña
Roda Sampere Meneses y 'defendida por el Letrado Sr,
Palomino López,asf como don Antonio Martfnez Laredo.
y las sociedades «Financiera de Automóviles y Maqui­
naria Industrial, S.A.» (F.A.M.I.S.A.),y «Financiera Mer.,
cantil Industrial, S.A.» (F.I.M.I.S.A.), representados por el
Procurador don AntonioRafael Rodrfguez Muñoz y defen­
didos por el Letrado don Manuel Sánchez-Zubizarreta:
Ha sido Ponente don Pedro CruzVillalón, quien expresa
el parecer de la Sala. -

1. Antec~dentes

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el
día 2 r de junio de 1991 procedente del Juzgado de
Guardia de Madrid (donde se registró enfecha 20 de
junio de 1991), el Procurador de los Tribunales don Celso
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de la Cruz. Ortega, en· nombre' y representación de Ié:i
.Sindicatura de 'Ia quiebra. necesaria de la entidad mer­
cantil «Pistas yObras, S.A.)), interpuso recurso de amparo
contra la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal
Supremo de.fecha ? de mayo de 1991, resolviendo recur­
so de revisión contra la Sentencia de 6 de abril de 1984
del Juzgado de Primera Instancia núm. 12 de Madrid,
recaída en procedimiento declarativo ordinario de mayor
cuantía. ,

2. Loshechos en que sebasa la demanda de ampa­
ro son, en síntesis, los siguientes:

A) Como consecuencia de una supuesta maquina-,
ción fraudulenta en el proceso' de liquidación de una
sociedad anónima, la Sindicatura de cuentas de la quie­
bra plant~a un recurso de revisión contra una Sentencia
firme de 1984, tomando como fecha.del inicio del plazo
de tres meses, a efectos del art.· 1.798 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil, la de comparecencia de la referida.
Sindicatura solicitando se le diese vista de lo actuado.

, La personación se produjo el 11 de julio de 1988
(el nombramiento de los síndicos se produjo el 28 de
abril de 1988), yen la misma,fecha'se dictÓ providencia
teniéndole por personado, .aunque, al parecer, la noti­
ficación no se produjo hasta el día 3 de octubre, fecha
que es tomada porel demandante como punto de partida
del cómputo de tres meses a'efectos de la presentación
del recurso de revisión.

,B) La Sentencia de revisión, de fecha 7 de mayo
de 1991, declaró no haber lugaral recurso por no haber
sido presentado en el plazo de tres meses; y ello, a su
vez, se fundamenta en la resolución en dos. órdenes de
motivos; en primer lugar, y con carácter general se indicó ,
que no resultaba comprensible que la Sindicatura. con
anterioridad, a las fechas que fija, no hubiera tenido cono­
cimiento del fraude denunciado, y, en. segUndo lugar.
.porque no constaba en las actuaciones que la notifi~

cación de la providencia en Iª quesetenía por personada
a dicha Sindicatura (de 11 de jUnio de 1988) hubiese
sido efectuada en la fecha que ésta pretende (3 de,octu- '
bre de 1988), por lo que, en atención a la que dispone
elart, 260 de la L.E.C., debía tenerse por notificada la
providencia al día. siguiente de la fecha en que fue
dictada.

C) Por otra parte. en el recurso de revisión se solicitó
por la Betora una prueba de confesión judicial. que la
Sala consideró' ho pertinente por providencia de 28 de
diciembre de 1989, ante laque se interpus'o recurso
de súplica con cita expresa dr'lasupüesta vulneración
delart. 24. La Sala, por, Auto de 19 de marzo de 1990,
mantuvo sU resolución anterior.

CÓn .base en los anteriores hechos, la '. demandante
de amparo suplica de este Tribunal se dicte Sentehéia
por la que se deClare la nulidad. de la Sentencia de la
Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 7 de mayo
de 1991y. al mismo tiempo. se reconozca expresamente
el derecho a que se practique la prueba de confesión
judicial del representante légalde la sociedad «Pistas
y Obras. S.A.)). declarando la nulidad del Auto de la mis­
ma Sala. de 19 de marzo de 1990, que resolvió recUrso
de súplica. interpuesto contra providencia anterior de
la misma Sala que denegó la admisión de la prueba
referida. . . ,

La recurrente cOl'lsidera que la Sentencia Citada con­
tiene las siguientes vulneraciones de derechos cons-
titucionales: ' .

a) EI·art. 24.2 en cuanto que al negarle la prueba
de confesión judicial se le' ha impedido utHizar uno de
los medios de prueba de mayor trascendencia en orden
a la satisfacción de su pretensión revisora. y se le ha

.originado una patente indefensión. . .

b) Elart. 24.1·C.E. ya que la Sentencia, como con­
secuencia de. un error con relevancia constitucional en

.el cómputo del plazo de presentación de la demanda.
ha negado la tutela judicial no pronunciándose sobre
-el fondo. En este sentido la, recurrente señala que la
presunción que realiza la Sal~ de que la providencia de
personaciQn se notificó el mismo-día por.no haberse
probado que lo fue en' fecha distinta y posterior, con­
tradice los propios antecedéntesdel pleito, entre los que
se encontraba o debía de encontrarse el testimonio de,
la providencia con expresión de la fecha de notificación
en la que efectivamente consta (como lo demuestrae'l
documento aportado a este Tribunal en págs. 61 y62
del escrito con el sello-de la propia Sala de lo Civil del
Tr.ibunal Supremo) que la fecha de notificación fue el
3 de octubre; por lo gue nos eilcontraríamosante un
error patente por parte de la Sala. Supone. además. Una
violación de la doctrina constitucional pro actione. a la
interpretación de los requisitos procesales de manera
no formal siempre favorable'a'la efectividad del derecho
y ala obtención de una (jecisiónde fondo, y. por último.
es contraria a la realidad social y a 'la misma norma
de interpretación pro actioneal considerar' que en caso
de 110 demostraCión de la fecha sé ha de aplicarla del
día siguiente a .Ia producción' de la decisión judicial.

3. _Por providencia de 15de julio de 1991. la Sec­
.ción Segunda (Sala Primera) de este Tribunal acuerda­
tener por interpuesto el recurso presentado por la Sin­
dicatura de la .quiebra necesaria'de la entidad mercantil
«Pistasy Obras. S.A.)), y por personado y parte en nombr,e
y. representación de la' misma al Procurador Sr. De la

- Cruz Ort~ga. con quien se entenderán. la presente ysuce­
. sivas diligenCias, y~ ,previo a decidir sobre la admisión
del recurso de amparo, de conformidad con lo di,spuesto
en el art. 88 de la LOTC. requeriratentarriente al Tribunal
Supremo para que en el plazo ,de diez días remita tes~
timonio del recurso de revisión núm. 7/89. seguido ante

. la Sala de Jo Civil.

4. Recibidas lascitadas actuaciones, la Sección, por·
providencia de 21 de octubre de 1991 ,acuerda. con
carácter previo a decidir sobre la admisión del recurso,
requerir atentamente a .Ia,Sección Décima c;Ie la Audien­
cia Provincial. de Madrid para que .en .el plazo de .di,ez
días remita certificación acreditativa de la providencia
dictada en el rollo deSala núm. 321j87, de fecha 11
dejulio de 1988, yde las fechas de las correspondientes
notificaciones de la misma a las partes personadas en
dichas actuaciones. .

'5. , Pórprovidencia de 16. de diciembre de 1991,
la Sección acuerda admitir a trámite la deméuída de
amparo formulada y, a tenor de lo dispuesto en el arto
51 de la Ley Orgánica deLTripunal Constitucional, inte­
resar del Juzgado de Primera Instancia núm. 12 de los
de Madrid el emplazamiento de cuantos han sido parte
en el proceso judicial antecedente. excepto el recurrente
en amparo, para que en el plazo de diez días compa­
rezcan eh el presente proceso constitucionai.

6. En fecha 6 de febrero de 1992. se presenta escri­
to mediante el cual la Procuradora de los Tribunales
doña Rocío Sampere. Meneses, en nombre. y represen­
tación de la sociedad «Isla Canela S.A.)). se persona en
lasactuaCi.ones. En fecha 7 de febrero de 1992. se recibe
escrito por medio del cual el Procurador de los Tribunales
don Antonio Rafael Rodríguez Mu'ñoz, en nombre y repre­
sentación .de don Antonio Martínez Laredo y las socié~

dades F.A.M.I.S.A. y F.I.M.I.S.A.• se persona en las
actuaciones.
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7. Por providencia de fecha 17 de febrerode 1992,
la Sección acuerda tener por personados a ambos Pro­
curadores en nombre y representación de quien com­
parecen,concedi~ndolesun plazo de diez días para que
dentro de dicho término presenten el poder que acredita
sus respectivas representaciones, de los que solamente
aportan una copia simple. Al mismo tiempo que" a tenor
de lo dispuesto en elart. 52 de la Ley Orgánica del
Tribunal Constitucional, acuerda dar vista de todas las
,actuaciones por plazo común de veinte días al Ministerio
Fiscal y a los Procuradores Sres. Cruz Ortega, Sampere
Meneses,y Rodríguez Muñoi, estos dos últimos supe~

ditadoa la presentación de los poderes; para que dentro
de dicho términ,o puedan,presen,tar las alegaciones ,que
a su der:echo convengan.

REn fecha 20 de febrero de 1992, la Procuradora
Sra. Sampere Meneses presenta escritoacompaijando
la escritura dej:>odergeneral para pleitos requerida, y
en fecha 11 de marzo de 1992, la referida Procuradora
presenta ,en este Tribunal el escrito de aiegaciones
correspondiente. En él fundamenta su oposición ala esti­
mación del recurso ,de amparo interpuesto, en tres pun­
tos esenc,iales que ,se integran j:>or:La falta de legiti­
maci,ón de dicha parte para ser llamada al recurso de
amparo, la extemporaneidad del recurso de revisión y
la ,denegación de un medi.ode prueba solicitado por

. la Sinciicatura en dicho recurso: En lo que respecta a
su falta de legitimación, alega dicha parte que (<lslaCane­
la, S.A.», no .fue parte en el procedimiento declarativo
ordinario seguido en el Juzgado de Primera Instancia
núm. 12 de los de Madrid cuya Sentencia definitiva trató
de revisflr la Sindicatura de la quiebra de la sociedad
((Pistas y Obras, S.A.»; sil intervención en el asunto se
limitó al hecho dé haber resultado ser la cesionaria de
las fincas que fueron adjudicadasens\.lbastaa los acto­
res de aquel procedimiento, y, puesto que, el objeto qe
aquella litis no era en moqoalguno la propiedad de las
fincas de las que (<Isla Canela, S.A.)~, devino cesionaria,
sino que se trataba simplemente de un proceso decla­
rativo sobre, reclamación de cantidad, en nada deberían
afectar a dicha parte las contingencias acaecidas en
aquel procedimiento. Ni aun en el supuesto de que la
Sentencia dictada en el proceso resultara revisable a
co~secuencia del recurso de amparo, resultaría afectada
la sociedad (<Isla Canela, S.A.», puesto que es tercero
de buena fe en' dicho proceso y goza como, tal de la
especial protección del art.34de,la Ley ,Hipotecaria.
En cuanto él la extemporaneidad del recurso de revisión,
declarada por el Tribunal Supremo, entiende dicha parte

,que la cuestión esencial estribó en averiguar si ,la Sin­
dicatura conocía desde antes de la fecha en que se per­
sonó en el citado proceso la existencia del procedimiento,
cuya revisión pretendía o si, por el contrario, desconocía
la existencia de 10sautos.Puesbien, la Sindicatura cono­
cía de dicha existencia con anterioridad al3 de octubre
de 1985, por las razones que el propio Tribunal Supremo
expone en la Sentencia ahora impugnada y entre ellas
por la publicidad de las subastas celebradas. Ello, unido
al carácter extraordinario del recurso de revisión, a la

.doctrina del propioTribunal Constitucional acerca de que
el cómputo de los plazos procesales es cuestión de lega­
lidad ordinaria que corresponde a los órganos de I¡:¡ juris­
dicción ordiharia yal derecho ,..,..igualmente integrante
del derecho fundamental qué recoge el art. 24.1 C.E.­
a la ,inmodificabilidad de las decisiones judiciales, han
de llevar necesariamente a la desestimación de la peti­
ción de amparo en este extremo. Finalmente, en lo que
respecta al segundo motivo de amparo, esto es, la dene­
gación de la prueba de confesión judicial propuesta por
'la Sindicatura en el recurso de revisión, ante todo ha
de señalarse que dicha prueba ha carecido de trans,.

/

cendencia alguna en el recurso y ello por la sencilla
razón de que la Sala Se abstuvo de entrar a conocer
del fondo del asunto, pero además ese medio de prueba
era, por otro lado, improcedente, porque, actuando la
Sindicaturaporvía de sustitución procesal (defendiendo
los intereses de la masa de la quiebra), por lo queostenta
la representación no sólo de los acreedores sino también
de la sociedad quebrada, no resultaba procedente (como
acertadamente entendió el Tribunal Supremo) acceder
a la admisión de un medio de prueba que, 'además de
ser redundante, traía consigo una verdadera confusión
de derechos. En virtud de todo ello; concluye suplicando
de este Tribunal dipte Sentencia por la que se deniegue
el amparo solicitado: "

9. En fecha 13 dé marzo de 1992, el Procurador
dé los Tribunales don Celsddela Cruz Ortega, en nombre
y representación de la Sindicatura demandante de ampa­
ro, presenta escrito por el que' se ratifica en su~ ale-

, gacionesdel éscrito de demanda y suplica se dicte Sen­
.tencia de conformidad con lo interesado en dicho escrito.

10. En fecha 13 de marzo de ,1992, se recibe el
escrito de alegaciones del Ministerio Fiscal. En él, solicita
el Ministerio Público se estime el amparo por haber v~l­

nerado la resolución impugnada el art. 24.1· C.E.
Las alegaciones del Ministerio Fiscal pueden resu-

mirse como sigue: ,-

En elllresente supuesto nos, encontramos ante' la
declaración de extemporaneidad por cad~cidaddeun
re.cursode revisión. El precepto procesal en juego es
el arto 1.798 L.E.C.; que establece en relaciqncon el
arto 1.796.4 LE.C. un plazo detres meses a contardesde
que se descubriese el fraude o maquinación denunciada
como soporte de la revisión que se intenta. Los recurren­
tes,en revisión, sostenían que el dies a quo debía com~n­
zar desde la fecha en que se les notificara tenerles por
personad<;>s en 'el recun,o de apelación núm; 321/87
de la Sala Segunda de lo Civil de la AudienciaProvin':'
cial de Madrid. La Sala tuvo por personada a la Sin-'
dicatura d~ la quiebra de ((Pistas y Obras» porprovidencia
de lld~ julio de 1988. Los .demandantes .sostienen
que ,el plazo no comienza eh esa fecha, sino en el momen­
to en que la Sala les notifica la personación, momento
en el que tienen acceso a las actuaciones.. Esa fecha,
según la demanda, es la de3 de octubre de ,1988. La
Sentencia recurrida cuestiona esa fecha desde dos ángu­
los: a) Entendiendo,que las maquinaciones fraudulentas
quedenuncian en revisión eran públicas y notorias desde
tiempo muy anterior a esa fecha. Sin embargo, este argu­
mento no puede aceptarse, pues el recurso de revisión
se interpone por la Sindicatura de la quiebra, yla desig-

.nación de síndicos no lo fue hasta el 28 de abril de
1988, publicándose su nombramiento en el' ((Boletín Ofi­
cial del"Estado» el 9' de septiembre de' 198R La ,par­
sonación de la Sindicatura en un proceso en curso, en
el que sedebatían parte de las maniobras que se imputan
en el recurso de revisión, como lo era el recurso de
apelación núm. 321/87 ante la Sala Segunda de lo Civil
de la Audiencia~rovincialde Madrid, parece un razo­
nable dies a qua para el comienzo del plazo 'delart.,
1.798 L.E.C. y noel de la presunción general que hace
el fundamento de Derecho tercero de la Sentencia
recurrida. b) De igual manera, hay que concluir q~e tam­
bién resulta formalista entender que la fecha del dies
a qua, si se acepta la tesis del recurso de revisión, sea
la de la providencia de 11 de julio de 1988, que tuvo
como personada en la apelación a la Sindicatura y no
la de su notificación. En primer lugar, porque si de' lo
que se trata es de tener noticia de la maquinación frau­
dulenta, para ello deben tener acceso a las aCtuaciones
y, por tanto, se debe· esperar a la notificación de la pro-
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. .
videncia de personación. En segundo lugar, porque tam~

bién es formalista presumir de nuevo que esa notificación
se ha hecho en los términos prevenidos en los arts. 260 '
y ss. L.E.C., cuya estricta inobservancia puede detectarse
en el propio rollo se revisión ante la Sala Primera de!
Tribunal Supremo. Debe estarse, por tanto, 'a la ,fecha
de notificación de esa providencia de 11 de julio de
1988. La probanza de ese extremo corresponde obvia­
mente a quien. recurre en revisión. La Sindicatura ni lo
hizo en su momento, sin que se hayan acreditado las
razones de descargo que ofrece en la dema_ndadeampa~

ro, ni tampoco lo hizo en el transcllrso de la tramitación
del recl:Jrsode revisión; ni, finalmente. lo hizoal deducir
la demanda de amparo, lo que da una idea de la per~

sistente. e incomprensible negligencia de I<;>s demandan­
tes. Sin embargo. esta negligencia. en un todo censu­
rable por parte de los demandantes. no parece que salye
el comportamiento desproporcionado procesalmente de
la Sentencia recurrida. Y ello, por cuanto de un lado
la Sala debió•.antes de tener por admitido el recurso
de revisión. urgir de los recurrentes. la aportación de
tal 'certificación si la .reputaba esenciaL De otro lado,
y si se trajo ante la propia Sala Primera del Tribunal
Supremo el rollo de apelación;pudo la Sala Primeracons­
tatar la fecha de notificación de la citada providencia
de 11 de julio de 1985, Como argumenta la demanda
de amparo. la Sala .Primera del Tribunal Supremo, en
virtud delo dispuesto por el art.J.8ülL.E.C.,.había man­
dado traer a la causa de revisión, entre otras, el rollo
de apelación en cuyo seno const~ba la'nótificación' de
la providencia debatida. Pudo y debió la propia Sala Pri­
mera del Tribunal Supremo, en ponderación proporcio-.
nada a las cirCUnstancias del caso, comprobar en la pro­
pia documentación del recurso de revisión si era o'no
cierta la fecha de notificación de la providencia, tal como
alegaban los recurrentes. Al no hacerlo~sí incurrió en
vulneración del art.24.1C.e. Tales así, que en este
proceso .de amparo ha sido la propia Sala, Primera del
Tr.ibunal Supremo laque ha tenido que certificar la fecha
de--notificación, que es efectivamente la de3 de octubre
de 1988. a requerimiento del, Tribunal Constitucional,
pues aún sigue custodiado el mentado rollo de apelación.

Constatado, pues. que los razonamientos de la Sen­
tenciarecurrida quecondujo a la inadmisión del recurso
de revisión se revelan como formalistas en su interpre­
tación del arto 1.798 L.E.C, y desproporcionados. aten­
diendo ala conducta procesal de la entidad demandante
y a las consecuencias anudadas a éste. sin que la Sala
entendiese oportuno la subsanación ce la omisión de
aquélla, es claro, que el amparo debe, prosperar estiman­
do vulnerado el arto 24.1 CE. El alcance de dicho amparo
presupone la nulidaddela Sentencía dictada en revisión -4

por la S'alaPrimera del Tribunal' Supremo yque este
órgano judicial dicte otra en la que examine el fondo
de las pretensiones deducidas por la entidad deman-
dante. '

La segunda de las quejas formuladas por la presenté
demanda de amparo -indica el Ministerio Fiscal.....; hace
referencia a la vulneración. del derecho a, la prueba.
'Según la demanda, la Sala Primera delTribunal Supremo,
al denegarle la prueba de confesión judicial del repre­
sentante legal de «Pistas y Obras. S.A.n, le había privado
de un elemento esencial en su argumentación, atinente.
a la revisión que solicitaban. causándoles dicha dene7
gación una grave indefensión. Sin embargo, esta queja
no puede prosperar, ya que, al no haber entrado en'el
fondo de las pretensiones de. los demandantes la Sen- '
tencia recurrida, no puede aquilatarse el grado de inde­
fensión '. que en la decisión de la Sala hubiera tenido
la prueba denegada.

, En méritos de todo ello, el Ministerio Fiscal termina
interesando se otorgue el amparo solicitado.

11. Por providencia de fecha' 10 de abril de 1992,
la, Sección acuerda tener por recibidas las alegaciones
del Ministerio Fiscal y de 'los Procuradores Sres. Cruz
Ortega y Sampere Meneses. cuyas copias se entreg'aron
respectivamente a las partes. quedando concluso el pre­
sente recurso y pendiéntede señalamiento para deli­
beración y votación. cuando por turno corresponda. Asi­
mismo, acuerda conceder un último y nuevo plazo de
diez' días f11 Procurador Sr. Rodríguez Muñoz para que

, presente el poder que le fUe reclamado en providencia
de 17 de febrero último, conla advertencia de que, trans­
currido el plazo concedido Sin haber. cumplimentado el
requerimiento, el proceso de amparo continuará sin la
presenciada su parte..

12. En fecha 21 de abril de 1982 se present8escri­
to, acompañando los poderes requeridos, por elProcu­
rador Sr. Rodríguez Muñoz. Por providencia .de. fecha
4 de mayo de 1992, la Sección acuerda tenerlos por'
presentados. devolver. el original y entregar al mismo
las copias de las alegaciones recibidas por las otras par­
tes personadas en el presente recurso de amparo. ,

En fecha 12 de mayo de 1992 se presenta escrito
de alegaciones por el citado Procurador Sr. Rodríguez
Muñoz. 'y por providencia de 28 de mayo siguiente la
Sección acuerda su devolución al mismo. sin que pro­
ceda su l!nión a las actuaciones ,por ser su presentación
extemporánea ál haber transcu'n'¡do en excesoél plazo
-común a todas las partes p'or ser trámite sumultáneo­
concedido en providencia de 17. de febrero último y
estar el proceso de amparo--concluso, conforme se indi­
caba en providencia de6 de abrjl último.

, 13. En fecha 2 de junio de 1992;se interpone recur~

so de súplica contra la anterior providencia 'Por el Pr~
curador Sr. Rodríguez Muñoz. del que se da traslado
al Ministerio Fiscal y Procuradores Sres. Cruz Ortega y
Sampere Meneses. y qüe es resuelto mediante Auto de
la Sección Segunda de la SalaPrimeradeesteTribunal,
de fecha 29 de juniO de 1992. por el que se desestima
el citadO recurso y se confirma en todas sus partes la
providencia de fecha 28 demayo pasado, sin haber lugar
a pronunCiamiento, sobre costas:

14., Por providencia de fecha de 9 de diciembre de
1993 se acordó señalar para la deliberación y votación
de esta Sentencia el día 13 del mismo mes y año.

11. Fundal1!entos jurídicos

'l. Constituyen objeto de impugnación en el presen­
te recurso de amparo tanto la Sentencia dictada por
·Ia Sala Primera de lo Civil de.1 Tribunal Supremo. en fecha
7 de mayo de 1991, que .resolvió el recurso extraor~
dinario de revisión formulado ensu día por la Sindicatura

, recurrente contra la Sentencia recaída' en los autos de
juicio de mayor cuantía núm. 1.441/83 seguido en el '
Juzgado de Primera .Instancia núm. 12 de los de'Madrid,
como también las sucesivas resoluciones -concretamen.,.
te, una providencia de fecha 28 de diciembre de 1989
y posterior Auto de 19 de marzo de 1990 que confirmó
en .súplica el anterior proveídcr- dictadas por la misma
Sala del Tribunal Supremo en el citado recurso de revi­
sión y que acordaron no haber lugar ala admisión.de
la prueba de confesión judicial solicitada por la repetida
Sindicatura de la quiebra de la sQciedad de «Pistas y .
Obrasnen.el curso del ya señalado recurso. A ,la Sen­
tencia que decide el recurso extraordinario de revisión
reprocha la actora la vulneración del derecho fundamen-
tal a obtener tutela judiciaJ efectiva consagrado en el
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art. 24.1 ·C.E., en su vertiente concreta de acceso a los
recursos legalmente previstos, y a las otras dos reso­
luciones judiciales, denegatorias de un determinado
medio de prueba solicitado en el mismo, se imputa por
la demandante la lesión del derecho a la utilización de
las pruebas pertinentes que consagra el arto 24.2 C.E.

Pues bien, aunque aparentemente ,la naturaleza pro­
cesale, incluso, laprioridad temporal de las últimas reso­
luciones impugnadas a que se acaba de hacer referencia
podría llevar a.considerarmás conveniente su ,examen
'previo, el análisis de las cuestiones planteadas deberá
ser el inverso y comenzar por la primera de las quejas
que fundamentan 'el recurso en el escrito de demanda
iniefal; pues sólo la eventual estimaCión del recurso de
amparo por tal motivo y con la consecuente necesidad
de. que, el TribunalSupr~mo se pronunciase sobre el
fondo del recurso de revisión, dotaría de relevancia a
la segunda lesión denunciada,que ......no ha de olvidarse­
se refiere a la utilización de un medio de prueba cuya
trascendencia deriva, por tanto, de su incidencia en la'
resollición del fondo del recurso interpuesto.

2. Abordaremos, pues, en primer término, la vul­
neración que la recurrente afirma de su derecho de acce­
so a los recursos legalmente previstos, derivada dél
hecho de que la Sala Primera del Tribunal Supremo no
haya analizado el recurso de revisión' interpuesto, por
aquélla, como consecuencia de la extemporaneidadque
advierte en laformulación del recurso.'Entiende la actora
que este, motivo de desestimación o, mejor dichq, esa
causa de inadmisión del recursO extraordinario, acordada
en Sentencia por el Tribunal constituye una interpreta­
ción, primero, ~rrónea, y, además, restrictiva de la lega­
lidad por parte del órgano judicial, con la consiguiente
vulneración por parte del mismo del derechofundamen­
tal a obtener tutela judicial efectiva, que integra la obten­
ción de una respuestá,motivada y concreta a la cuestión
litigiosa planteada (art. 24~1 e.E.). "

·Es,en efecto, reiterada; la doctrina de ese Tribunal
acerca delcontenido esencial de este derecho, que com­
prende, según aquélla, la obtención de un pronuncia­
miento motivado del órgano judicial sobre ·Ia cuestión
de fondo planteada en la' correspondiente demanda o
recurso judicial. Pero también lo es la (¡ueeste Tribunal
viene repetidamente señalando en el sentido que la tute­
la judicial efectiva que consagra el mencionado precepto
constitucional no se satisface tan ,sólomediante Isobten­
ción de un pronunciamiento sobre el fondo del asunto,
sino también a través de toda resolución judicial que,
motivadamente y en aplicación razonada de una causa
legal. decida la improcedencia de examinar. dicha cues­
tión de fondo planteada en la correspondiente·demanda
o recurso. En este sentido, ,cabe recordar, por todas,
la ,src 32/1991, en la que, con cita de resoluciones
anteriores (SSTC37/1982, 19/1983, 68/1983,
93/1984 y 62/1989, entre otras muchas), se señala

. que, ,si bien el arto 24.1 e.E. supone, como regla general.
que cualquier persona que acuda ante los órganos judi­
ciales debe obtener uriarespuesta motjvaCla y fundada
en Derecho a las pretensiones planteadas ante los mis- .
mos, este derecho implica el cumplimiento de los requi­
sitos procesales que legalmente se impongan. Ello supo­
ne que el derecho fundamental se ve también satisfecho
cuando 'la respuesta obtenida consista en la negativa
a entraren la cuestión de fondo planteada, siempre que
esta negativa se encuentre jústificadade manera moti­
vada y razonable en'la falta de cumplimiento de los requi­
sitos legalmente exigidos para acceder a las. distintas
acciones y recursos previstos por el ordenamiento pro­
cesal; asimismo, y en consecuencia, se declara que la
interpretación de los requisitos procesales legalmente
exigidos pertenece,' por regla general, al ámbito de la

. sola legalidad. no cualificada ,por la relevancia consti­
tucional, de tal modo que la interpretación de los mismos
queda integrada, en principio, dentro de las funciones
de los órganos judiciales que han de aplicar aquélla.
Aeste Tribunalno le corresponde, pues, corregir la.apli­
cación llevada a cabo por los Tribunales, salvo que sea
inmotivada o arbitraria, aunque esa interpretación debe
guiarse por el principio de dar máxima eficacia al ejerciCio
del derecho constitucionalala tutela judicial efectiva
(fundamentojurídico 4.°, STC 32/1991).

3. ,Haciendo aplicación de la anterior doctrina al
supuesto que nos ocupa, ha de analizarse, por tanto, .
la causa legal expresada por el Tribunal Supremo en

. su resolución para acordar la improcedencia de entrar
a conocer el fondo del recurso de revisión interpuesto;
y ello con el fin de determinar, a la luz de los anteriores
criterios, si dicha causa aparece recogida en la reso­
lución,si se encuentra establecida legalmente, .y' si ha
sido aplicada de forma razonada por el órgano judicial,
pues sólo de la constatación de que alguno de tales
extremos faltan en la resolución judiCial, podrá llevar
a este Tribunal a entender lesionado el derecho fun-
damental que se invoca; .

El Tribunal Supremo entiende, en su decisión, que
el recurso de revisión ha sido planteado en forma extem­
poránea, esto es, fuera del plazo legalmente previsto

. para su interposición, queno es otro queelque establece
el arto 1.798 L.E.C.Ahorabien, siendo ésta la causa
que fundamenta el senJidode laresolución jucjicial, dicho
motivo se asienta enelrazonamientojudicial, en dos
diferentes fundamentos, cada uno de losctiales merece
unanáíisisseparado. Plies, si biel1 es cierto que el órgano
judicial hace referencia" en primer término y sigúiendo
el ,planteamiento de la actora, ala fecha de notificación
de Ia.re~;olución pOr la que seac;ordó tenerpor personada
.a la Sindicatura recurrente en las actuaciones civiles (pro­
videncia de 11de julio de 1988) comodies a quoen
el cómputo del piazo previsto, y entiende que tal fecha
no es la señalada por la actora (3 de octubre de 1988),

. sino, en ausencia de constancia expresa, la del día
siguiente a'aquel en que la providencia ,fue.dictada, éste
no es el único fundamento que se contiene en la reso­
lución judicial para aplicar la extempo'raneidad discutida.
También alude el Tribunal expresamente al conocimiento
por parte de la recurrente de lasactuacjones judiciales
con anterioridad ala citada.fecha de su' personación
procesal. La distinción cobra relevancia por el hecho de
que si bien en la primera argumentación judicial cabe,
en fin, advertir un error 'fáctico, en la segunda, por el
contrario, no es· posible encontrar equivQcaciónalguna
de tal índole. '

4. En efecto, conforme mantiene la demandante de
amparo, Se ha constatado en el presente proceso cons­
titucionalque la notificación a dicha Sin.djcatura de la
providencia, teniendo a tal parte por personada en la
causa civil, no se produjo al siguiente día de su emisión
--12 de julio de 1988-,. sino el día 3 de octubre del
mismo año. Por ello, si el cómputo del plazo dé inter­
posición del recurso y, por em;le, la .apreciación judicial'
de su incumplimiento se fundamentase sólo en tal extre­
mo, podría considerarse errónea la aplicación de la causa·
legalmente prevista para léI inadmisión del recurso, y,
en atención a la doctrina constituCional antes expuesta,
que, conforme se indicó, permite en télles casos a este·
Tribunal examinar y revisar la forma en que el órgano
judicial ha interpretado y aplicado la norma de legalidad
ordinaria, considerar, en suma, vulnerado el derecho fun­
damental que ahora se invoca, debido al error en que
habría incurrido el Tribunal en este supuesto concreto'
al apreciar la extemporaneidad. finalmente aplicada.
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SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

FALLO

la siguiente

Sala Segunda. Sentencia 371/1993, de 13,
de diciembre de 1993. Recurso de amparo .
2.469/1991. Contra Sentencia de la Sala
Quinta del Tribunal Supremo desestimando
recurso de casación contra la dictada por el
Tribunal Militar Territorial Primero en recur~o

contencioso-disciplinario militar preferente y
sumario frepte a sanción disciplinaria impues­
ta al recurrente por elCoronel-Jefe del Regi­
miento de Infantería Mecani~ado Asturias y
confirmada por ResolUción del General-Jefe
de la Brigada Acorazada XII.· Supuesta vulne­
ración de la ,libertad de expresión:' Límites al
ejercicio de los derechos fundamentaleS.

1174

Dada en Madrid, a trece de diciembre de mil nove­
cientos noventa y tres".-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferre'r.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Vicente Gimeno Sendra."-Rafaelde Mendizábal
Allende.-Pedro Cruz Villalón.-Firmado Ycrubricado.

l.,a Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis LÓp.ezGuerra, Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil. don AlvaróRodríguez Bereijo, don José
Gabaldón López,· don Julio Diego GonzálezCampos.y
don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados, ha pronundado

En el recurso de amparo núm. 2.469/91, promovido
por don José María Pairet Blasco, representado por el
Procurador de los Tribunales don José Pedro Vila Rodrí­
guezy asistido del Letrado don Pedro Cerracín Cañas,
contraSentencia·de la Sala Quinta del Tribunal Supremo,
de 5 de noviembre de , 1991, que desestima recurso
de casación (núm. 2/6l/91) contrqla dictada por la
Sección Segunda del Tribunal Militar Territorial Primero,
de 17 de mayo de 1991. !3n recursocontencioso-dis­
ciplinario militar preferente y sumario (núm. 8/89) frente
a sanción disciplinaria impuesta por el Coronel-Jefe del
8egimiento de Infantería Mecanizado Asturias núm. 31
y confirmada por el General-Jefe de la Brigada Acorazada
XII. Han sido partes, además, el Abogado del Estado
y el Ministerio Fiscal. Ha actuado como Ponente el Magis­
trado don Luis López Guerra, quien expresa el parecer
de la Sala.

Tribunal su revisión, no siendo tampoco, en consec\Jªn­
cia, estimable la demanda de amparo por esta .causa.

Desestimar el presente r~curso de amparo.

Publfquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado». '

Ha decidido,

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. ,POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONStiTUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOlA

Pero no es esta la única fundamentación en la que
el órgano' judicial asienta la apreciación del incumpli­
miento <:tel presupuesto procesal. y ello porque tampoco
es esa féchala que 'únicamente toma el Tribunal como
dies a quo en el cómputo del plazo legalmente previsto.
Así, comienza la Sala en el fundamento jurídico segundo
de -la resolución por hacer alusión al ya señalado art.
1.798 de la L.E.C., que estableéeun plazo de tres meses
para la interposición del recurso, a contar desde que
se descubriese elftaude o'maquinación fraudulenta ale-

, gada, para, a cOrltinuación, realizar el cómputo tomando
como día inicial. no sólo ~I pretendido por la recurrente
-fecha de notificación de la providencia en laque se
la tiene por personada en autos- sino también elmomen­
to en que debe entenderse, al margen de la anterior
personación, que la parte tuvo aquel conocimiento del
fraude o maquinación al que expresamente alude el pre­
cepto procesal. Este extremo se aborda en el fundamento
jurídico tercero de la Sentencia, exponiendo el TripuDal
detalladamente en el mismo los motivos eil los que se
asienta la consideración de que el fraude y. la maqui­
nación eran conocidas y no resultaron ocultas' para ,la
recurrente con anterioridad a dichas fechas, lo que deter­
mina, en fin, la aplicación de la extemporaneidad del
recurso como causa de desestimación del mismo.

Pues bien, en esta segunda vertiente del razonamien~
to judicial no es posible ya advertir error fáctico alguno.
A travésdél mismo se raZona y fundamenta la aplicación
de una causa legal de desestimación del recurS9, que
impide el examen de la cuestión de fondo planteada
a través del mismo, prevista legalmente y que ha sido

, aplicada dé manera motivada, con lo que no se evidencia
la arbitrariedad o. carénpia de fundamento legal que
pudiese motivar su declaración dé nulidad en este ámbito
constitucional. Todo ello, debe añadirse, con indepen­
dencia de que a la demandante de amparo pueda o
no resultar acertada' o errónea esa motivación júdicial.
así como el razonamiento en qué se asienta.

Las anteriores consideraciones determinan necesa­
riamente la desestimación del recurso de amparo por
este primer motivo, toda vez que no se advierte en la
aplicación razonada por el Tribunal de la causa legal
deinadmisión del recurso la pretendida vulneración del '
derecho a la tutela efectiva de los jueces o trjbunales.

5. Descartada la lesión de tal derecho, carece por
lo demás de relevancia la segunda vulneraCión. cons~
titucional denunciada, que deberá correr la.misma suerte
que la anterior; pues, como repetidamente se ha venido
señalando, el derecho de· utilización de 'los medios de
prueba que consagra el arto 24.2 C.E. se encuentra con­
dicionado -incluso en el propio precepto constitucional- ,
a la pertinencia de los mismos, correspondiendo la valo-

. ración de tal condición al órgano judicial. que, en este
caso y a juzgar por la lectura del Auto de 19 de marzo
de 1990 en el que se confirma la denegación de la
prueba de confesión controvertida, se ha realizado de
forma razonada y jurídicamente fundada. En la aludida
resolución judicial se exponen con detalle los motivos
por los que el órgano judicial considera improcedente
la prueba de confesión jl,ldicial pretendida por la recurren­
te, los cuales se centran en la restricción de la capacidad
de obrar en las sociedades en quiebra prevista en el
arto 878 del Código de Comercio; frente a ello sostiene
la actora la plena aplicación de la obligación de prestar
confesión judicial impuesta porelart. 579de la L.E.C.,
tratándose, pues, de una cuestión de disconformidad
sobre la interpretación y aplicación de la legalidad, caren­
te .de relevancia en esta sede. La decisión judicial de
inadmisión de la prueba se encuentra razonada y fun­
dada en Derecho, por lo que no corresponde a 'este


